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GOBIERNO DEL ESTADO DE YUCATÁN.

PODER LEGISLATIVO.


COMISIÓN PERMANENTE DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA. DIPUTADAS Y DIPUTADOS: GASPAR ARMANDO QUINTAL PARRA, LUIS RENÉ FERNÁNDEZ VIDAL, EDUARDO SOBRINO SIERRA, DAFNE CELINA LÓPEZ OSORIO, JESÚS EFRÉN PÉREZ BALLOTE, RAFAEL ALEJANDRO ECHAZARRETA TORRES, JAZMÍN YANELI VILLANUEVA MOO, CARMEN GUADALUPE GONZÁLEZ MARTÍN, Y VICTOR HUGO LOZANO POVEDA.- - - - -
HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO.
En Sesión Ordinaria de Pleno, celebrada en fecha 28 de mayo en curso, fue turnada a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública para su estudio, análisis y dictamen, la Iniciativa para modificar la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, suscrita por el Diputado José Crescencio Gutiérrez González, integrante de la representación legislativa del Partido Nueva Alianza Yucatán, de esta LXIII Legislatura del Congreso del Estado de Yucatán.
En atención a lo anterior, quienes integramos esta Comisión Permanente, en los trabajos de estudio y análisis de la referida iniciativa, tomamos en consideración los siguientes,
A N T E C E D E N T E S
PRIMERO. La iniciativa antes señalada, propone la modificación a la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, la cual fue expedida en el Decreto 385, publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán en fecha 2 de mayo de 2016, y que tiene por objeto regular la integración, la organización y el funcionamiento del Sistema Estatal de Seguridad Pública. Este ordenamiento ha sido modificado en distintos momentos, siendo la última la realizada en el Decreto 656, de fecha 28 de junio del 2023.
SEGUNDO. En fecha 24 de mayo del año en curso, fue presentada la mencionada Iniciativa para modificar la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública por el Diputado José Crescencio Gutiérrez González, integrante de la representación legislativa del Partido Nueva Alianza Yucatán, de esta LXIII Legislatura del Congreso del Estado de Yucatán.
En la parte concerniente a la exposición de motivos de la iniciativa de modificación que motiva este dictamen, quien la suscribe manifestó lo siguiente:
“En México, la violencia política se ha convertido en un tema de gran relevancia. Según el estudio "Violencia Política en México" realizado por Integralia Consultores, se registraron en el país 131 incidentes durante el periodo de septiembre 2021 a junio de 2022, con un saldo de 172 víctimas, de las cuales 122 resultaron fatales. Es destacable que el 50% de estos incidentes afectaron a funcionarios en activo.
En esa misma línea, el comunicado de prensa emitido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) señala que, de marzo a mayo de 2021, en México, el Mecanismo de Protección a Candidatos registró 398 denuncias de amenazas o agresiones (226 hombres y 172 mujeres), incluyendo 13 asesinatos en contra de personas candidatas, particularmente respecto de aquellas personas aspirantes a cargos municipales y locales. En ese mismo comunicado, la CIDH precisó que de septiembre de 2020 a mayo de 2021 al menos 88 actores políticos habrían fallecido como consecuencia de la violencia.
Aunado a lo anterior, se hace referencia al ex senador Luis Donaldo Colosio, quien fue asesinado el 23 de marzo de 1994 en Tijuana, Baja California, durante un acto proselitista. Y a nivel local, se recuerda el caso más reciente del magnicidio del diputado Pánfilo Novelo Martín, quien fue asesinado el 9 de enero de 2002 de tres balazos.
En este contexto, se evidencia un riesgo constante para la integridad física de quienes desempeñan roles en la carrera política, ya que representan intereses diversos que no siempre coinciden con las ideas predominantes. Además, al ser figuras de interés público, su esfera de privacidad difiere de la de un ciudadano común, ya que sus acciones transitan de la esfera de la vida personal al ámbito público.
Por ende, ocupar un cargo público implica una responsabilidad colosal, esto pues las decisiones tomadas a menudo repercuten directamente en la vida de la ciudadanía. En este sentido, aquellos que desempeñan roles destacados, como la persona Titular del Poder Ejecutivo, la de la Secretaría de Seguridad Pública, la de la Fiscalía General del Estado y las de las direcciones de los centros de reinserción social y de aplicación de medidas para adolescentes, enfrentan constantemente riesgos a su integridad.

…”  

TERCERO. Como se ha señalado con antelación, en Sesión Ordinaria del Pleno celebrada el 28 de mayo del presente año, fue turnada la iniciativa en comento a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, misma que fue oportunamente distribuida en sesión de trabajo de fecha 29 de mayo del mismo año, a las y los integrantes de esta comisión dictaminadora, para su análisis, estudio y dictamen respectivo.

Con base en los antecedentes mencionados, las diputadas y diputados integrantes de esta Comisión Permanente, realizamos las siguientes,
C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERA. La iniciativa en estudio, encuentran sustento normativo en lo dispuesto por los artículos 35, fracción I de la Constitución Política y 16 de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo ambos del Estado de Yucatán, toda vez que dichas porciones normativas facultan a las diputadas y diputados para iniciar leyes y decretos.
Asimismo, de conformidad con el artículo 43, fracción III, inciso a) de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, tiene facultad para conocer de los temas relacionados con reformas relacionadas a la procuración e impartición de justicia y la seguridad pública.

SEGUNDA. Entrando al estudio de la iniciativa antes señalada, hemos de señalar que la misma tiene por objeto robustecer el servicio de escolta pública brindado a las autoridades que desempeñan roles destacados como la persona Titular del Poder Ejecutivo, la de la Secretaría de Seguridad Pública, la de la Fiscalía General del Estado y las de las direcciones de los centros de reinserción social y de aplicación de medidas para adolescentes, extendiéndolo incluso cuando han dejado el cargo, pues los efectos de sus decisiones sobre los intereses de los particulares continúan aun cuando ya no ejercen funciones públicas, enfrentando constantemente riesgos a su integridad.

En este tenor, es importante abordar sobre la seguridad pública, misma que se encuentra contemplada en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, específicamente en el párrafo noveno del artículo 21, que la concibe como “una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia”.  
De igual manera, la seguridad pública comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, las cuales son funciones de las instituciones de seguridad pública, mismas que deberán regirse por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y demás tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

A nivel local, la seguridad pública está prevista en el artículo 86 de la Constitución Política del Estado de Yucatán, donde se determina su importancia y necesidad para lograr una plena convivencia entre la sociedad, ya que en ella se instauran los parámetros para garantizar el bienestar de toda la población; es decir, que la seguridad pública constituye un elemento clave para procurar la paz, erradicar la inseguridad y combatir la delincuencia en la entidad, aspectos que impactan directamente en el desarrollo del estado tanto a nivel social como económico. 

De igual forma, dicho texto constitucional la comprende como aquella labor que llevan a cabo los cuerpos policiales estatales y municipales para salvaguardar los derechos, la integridad física, el patrimonio y el entorno de todas las personas que se encuentran en territorio yucateco. Esta tarea conlleva proteger y restablecer el orden público y la paz social a través de diversos mecanismos como la prevención, investigación y persecución de los delitos, y la reinserción social, tal como se ha mencionado en los párrafos que anteceden.
En tal sentido, esta actividad estatal, en un sentido amplio, puede considerarse como un Derecho Fundamental
, cuyo ejercicio es prestado en conjunto para la preservación del orden público, la prevención y la investigación de los delitos y que se traduce en un derecho de carácter eminentemente social paralelo a los demás derechos imprescindibles y garantes del desarrollo.

Asimismo, cabe exponer que el concepto de Seguridad, en su acepción más sencilla se entiende como “un estado psicosocial que se materializa en la conducta de actuar sin temor”
, lo que lleva a considerarla como un mínimo esencial de la actividad humana.

Resulta innegable que los hechos delictivos son un fenómeno social presentes en todas las naciones y en todas las sociedades, lo que hace necesario exigir al Poder Público, su prevención, el combate y la certeza de vivir en un Estado de Derecho donde, a través de un sistema normativo, se puedan redireccionar las políticas y estrategias para elevar los índices de seguridad. 

En tal sentido, la Seguridad Pública, exige la creación de instituciones públicas sólidas, dotadas de flexibilidad necesaria para adaptarlas al dinamismo de los cambios sociales, reflexión que encuentra sustento orientador en lo vertido por la Asamblea General de las Naciones Unidas en el contenido de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que en su artículo 3º establece que, “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”. Resulta así que un Estado en el que no se garantice la Paz, la Seguridad Pública y los Derechos Humanos, no merece tal denominación.
Por lo que la presente iniciativa que propone modificar la Ley del Sistema de Seguridad Pública resulta oportuna, toda vez que actualizar sus disposiciones normativas conforme las necesidades actuales, permite que nuestro estado contemple un marco jurídico en la materia de seguridad pública de vanguardia.

TERCERA. Por otra parte, y como parte del tema de la iniciativa, es de argumentar sobre una de las problemáticas existentes en la actualidad y que van en aumento, que es la referente a la violencia política, la cual es una realidad social y política que se vive actualmente en el mundo, se puede apreciar que, como en el pasado, la violencia política continúa siendo un medio para dominar a otros y establecer, cambiar o preservar determinado orden social. Esta constante relación entre poder y violencia hace que la violencia política sea un tema complejo con consecuencias sociales, políticas y psicológicas, entre otras, de vital importancia para los seres humanos.


La violencia política puede ser considerada como aquella que hace uso de la fuerza física o psicológica contra una persona o grupos de ellas, o en atentados contra sus pertenencias. Este tipo de violencia obedece generalmente al ejercicio del poder contra las personas opositoras, para que se abstengan de dirigirse contra el sistema o política imperante. La violencia política puede ser perpetuada por agentes del Estado, colegas de trabajo, partidos políticos o sus representantes, medios de comunicación y en general cualquier persona o grupo de personas.
 

Ahora bien, de acuerdo con lo expuesto en la iniciativa, objeto de este documento legislativo, en México, la violencia política se ha convertido en un tema de gran relevancia. Según el estudio "Violencia Política en México"
 realizado por Integralia Consultores, se registraron en el país 131 incidentes durante el periodo de septiembre 2021 a junio de 2022, con un saldo de 172 víctimas, de las cuales 122 resultaron fatales. Es destacable que el 50% de estos incidentes afectaron a funcionarios en activo.
Asimismo, el comunicado de prensa emitido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)
 señala que, de marzo a mayo de 2021, en México, el Mecanismo de Protección a Candidatos registró 398 denuncias de amenazas o agresiones (226 hombres y 172 mujeres), incluyendo 13 asesinatos en contra de personas candidatas, particularmente respecto de aquellas personas aspirantes a cargos municipales y locales. En ese mismo comunicado, la CIDH precisó que de septiembre de 2020 a mayo de 2021 al menos 88 actores políticos habrían fallecido como consecuencia de la violencia.
En este tenor no se pueden soslayar los hechos históricos de los que los mexicanos hemos sido testigos, como el caso de gran impacto cometido contra el ex senador Luis Donaldo Colosio
, quien fue asesinado el 23 de marzo de 1994 en Tijuana, Baja California, durante un acto proselitista. Y a nivel estatal, nos encontramos con un caso más reciente, que fue el cometido contra el entonces diputado Pánfilo Novelo Martín
, quien fue asesinado el 9 de enero de 2002.
En este contexto, se evidencia un riesgo constante para la integridad física de quienes desempeñan roles en la carrera política, ya que representan intereses diversos que no siempre coinciden con las ideas predominantes. Además, al ser figuras de interés público, su esfera de privacidad difiere de la de un ciudadano común, ya que sus acciones transitan de la esfera de la vida personal al ámbito público.
Por ende, ocupar un cargo público implica una gran responsabilidad, toda vez que las decisiones tomadas a menudo repercuten directamente en la vida de la ciudadanía. En este sentido, aquellos que desempeñan roles destacados, como la persona Titular del Poder Ejecutivo, la de la Secretaría de Seguridad Pública, la de la Fiscalía General del Estado y las de las direcciones de los centros de reinserción social y de aplicación de medidas para adolescentes, enfrentan constantemente riesgos a su integridad.
En virtud de lo anterior, la reforma que se analiza, se considera importante, pues el servicio de escolta pública, brindado a las autoridades referidas, también se extiende incluso cuando han dejado el cargo, toda vez que los efectos de sus decisiones sobre los intereses de los particulares continúan incluso cuando ya no ejercen aquellas funciones públicas encomendadas.
CUARTA. Es así que, de acuerdo con todo lo anteriormente argumentado, las diputadas y diputados integrantes de esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, consideramos viable la reforma a la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, toda vez que con ellas fortalecemos nuestro marco normativo así como la seguridad de aquellos quienes han tenido la encomienda de servir a nuestra estado, lo anterior en términos de los razonamientos antes expresados. 

Cabe mencionar que, durante las sesiones de trabajo de esta Comisión Permanente, fueron presentadas diversas propuestas de modificación, las cuales enriquecieron el contenido del proyecto de decreto, dotando de esta manera un conjunto de disposiciones actualizadas que proveen de mayor certeza al marco jurídico estatal en materia de seguridad.
Es así que el proyecto de Decreto que se pone a consideración en el seno de esta comisión parlamentaria, propone la modificación del artículo 45 de la ley en comento, para permitir la renovación de la solicitud del servicio de escolta pública. De igual forma, se propone la modificación del artículo 47 para aumentar el número de elementos para prestar dicho servicio, así como de las unidades vehiculares destinadas a este; para agregar el supuesto de servicio de escolta fortalecido en caso de que la persona solicitante ejerza un nuevo cargo público o de elección popular y de las facultades para poder realizar los actos administrativos necesarios para ello; y para incluir los viáticos y los gastos que estos comprenderán.
Adicionalmente, se establece un régimen transitorio integrado por dos artículos. El artículo primero se refiere a la entrada en vigor de la ley, al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán.
Finalmente, el artículo segundo dispone que la Secretaría de Administración y Finanzas y la Secretaría de Seguridad Pública deberán realizar los ajustes presupuestales y administrativos necesarios para dar cumplimiento a este decreto.

En tal virtud, quienes integramos esta Comisión Permanente de Puntos Constitucionales y Gobernación, consideramos que el proyecto de Decreto que modifica la Ley del sistema Estatal de Seguridad Pública, en materia de servicio de escolta, debe ser aprobado en los términos planteados por los razonamientos antes expuestos. Por lo que, con fundamento en los artículos 30, fracción V de la Constitución Política, 18 y 43, fracción III, inciso a) de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo y 71, fracción II del Reglamento de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo, todos los ordenamientos del Estado de Yucatán, sometemos a consideración del Pleno del Congreso del Estado de Yucatán, el siguiente proyecto de:
D E C R E T O
Que modifica la Ley del sistema Estatal de Seguridad Pública, en materia de servicio de escolta
Artículo único. Se reforman el párrafo primero del artículo 45 y el artículo 47, ambos de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, para quedar como sigue:
Artículo 45. Servicio de escolta pública posterior al desempeño del cargo
El servicio de escolta pública se prestará a las autoridades establecidas en el artículo anterior, previa solicitud, por escrito, a la persona titular del Poder Ejecutivo, por un periodo de tiempo igual al que hayan desempeñado el cargo, siempre que hayan permanecido en él, al menos, un año cumplido. Dicho servicio podrá ser renovado para periodos posteriores, previa solicitud de parte.

…

Artículo 47. Elementos para la prestación del servicio de escolta pública

La Secretaría de Seguridad Pública dispondrá, para la prestación del servicio de escolta pública que se otorgue a las autoridades de las instituciones de seguridad pública establecidas en las fracciones I, II, III y IV del artículo 44 de esta ley, de, al menos, ocho integrantes, dos vehículos, sistema de comunicación, armamento, viáticos y demás equipo que les permita el correcto desempeño de sus funciones.
En caso de que alguna de las personas a que se refiere el párrafo anterior, al término de su mandato inmediatamente desempeñaré un cargo público o de elección popular en territorio nacional fuera de Yucatán, contará con cuatro integrantes y dos vehículos adicionales a lo previsto en el párrafo anterior, con sus respectivos sistemas de comunicación, armamento, viáticos y demás equipo que les permita el adecuado desempeño de sus funciones en el lugar del ejercicio del cargo público o de elección popular de que se trate.
Para efectos del párrafo anterior, la persona titular del Poder Ejecutivo o la persona titular de la Secretaría de Seguridad Pública en su caso, deberá realizar los actos administrativos, celebrar acuerdos, firmar los convenios, expedir los oficios, realizar las gestiones, los trámites o cualquier otro acto que resulte necesario, ante las autoridades federales, estatales y locales, para la prestación del servicio de escolta pública fuera del territorio estatal, que se requiera.
A partir de la fecha de inicio de la prestación del servicio de escolta, el personal, vehículos, sistema de comunicación, armamento, viáticos y demás equipo por medio del cual se preste el servicio deberá disminuir, cada sexenio, en un 25%.
Independientemente de la disminución a que se refiere el párrafo anterior, el mínimo de personal asignado a las autoridades a que se refiere el primer párrafo de este artículo no podrá ser menor a cuatro integrantes, dos vehículos y los respectivos sistemas de comunicación, armamento, viáticos y demás equipo que les permita el correcto desempeño de sus funciones.
La persona titular del Poder Ejecutivo podrá autorizar el aumento del mínimo a que se refiere el párrafo anterior, previa solicitud que justifique la necesidad del incremento del personal, vehículos, viáticos y equipamiento de que se trate.
Para efectos de este artículo, se reputarán como viáticos los gastos de viaje, en el estado o en el país, cuando se destinen al hospedaje, alimentación, transporte, uso o goce temporal de vehículos y pago de kilometraje, suficientes para el desempeño de sus funciones.
T r a n s i t o r i o s

Entrada en vigor
Artículo primero. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán.

Ajustes presupuestales y administrativos

Artículo segundo. La Secretaría de Administración y Finanzas y la Secretaría de Seguridad Pública realizarán los ajustes presupuestales y administrativos necesarios para dar cumplimiento al presente decreto. 
Cláusula derogatoria

Artículo tercero. Se derogan todas aquellas disposiciones de igual o menor jerarquía que se opongan a lo establecido en el presente decreto.
DADO EN LA SALA DE USOS MÚLTIPLES “MAESTRA CONSUELO ZAVALA CASTILLO” DEL RECINTO DEL PODER LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE MÉRIDA, YUCATÁN, A LOS DIECIOCHO DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTICUATRO.
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